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Corte Constitucional
	 
          

     COMUNICADO No. 14
        Abril 10 y 11 de 2013

 


la aprobación de la Ley 1482 de 2011 no requería de consulta previa a las comunidades indígenas y afrodescendientes, por cuanto su objeto es el de proteger a todas las personas víctimas de discriminación, no solo por motivo de raza sino también por cuestiones religiosas, ideológicas, políticas, de origen nacional, étnico, cultural, de sexo u orientación sexual. el procedimiento de debate y aprobación de esta ley no desconoció los principios de consecutividad e identidad flexible.

	     I.  EXPEDIENTE D-9252     -   SENTENCIA  C-194/13   (Abril 10)

          M.P. Luis Ernesto Vargas Silva



1.
Norma acusada

LEY 1482 DE 2011

(diciembre 30)

Por medio de la cual se modifica el Código Penal y se establecen otras disposiciones
TÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES 

ARTÍCULO 1o. OBJETO DE LA LEY. Esta ley tiene por objeto garantizar la protección de los derechos de una persona, grupo de personas, comunidad o pueblo, que son vulnerados a través de actos de racismo o discriminación.

ARTÍCULO 2o. El Título I del Libro II del Código Penal tendrá un Capítulo IX, del siguiente tenor:

CAPÍTULO IX 

De los actos de discriminación
ARTÍCULO 3o. El Código Penal tendrá un artículo 134A del siguiente tenor:

Artículo 134A. Actos de Racismo o discriminación. El que arbitrariamente impida, obstruya o restrinja el pleno ejercicio de los derechos de las personas por razón de su raza, nacionalidad, sexo u orientación sexual, incurrirá en prisión de doce (12) a treinta y seis (36) meses y multa de diez (10) a quince (15) salarios mínimos legales mensuales vigentes.

ARTÍCULO 4o. El Código Penal tendrá un artículo 134B del siguiente tenor:

Artículo 134B. Hostigamiento por motivos de raza, religión, ideología, política, u origen nacional, étnico o cultural. El que promueva o instigue actos, conductas o comportamientos constitutivos de hostigamiento, orientados a causarle daño físico o moral a una persona, grupo de personas, comunidad o pueblo, por razón de su raza, etnia, religión, nacionalidad, ideología política o filosófica, sexo u orientación sexual, incurrirá en prisión de doce (12) a treinta y seis (36) meses y multa de diez (10) a quince (15) salarios mínimos legales mensuales vigentes, salvo que la conducta constituya delito sancionable con pena mayor.

ARTÍCULO 5o. El Código Penal tendrá un artículo 134C del siguiente tenor:

Artículo 134C. Circunstancias de agravación punitiva. Las penas previstas en los artículos anteriores, se aumentarán de una tercera parte a la mitad cuando:

1. La conducta se ejecute en espacio público, establecimiento público o lugar abierto al público.

2. La conducta se ejecute a través de la utilización de medios de comunicación de difusión masiva.

3. La conducta se realice por servidor público.

4. La conducta se efectúe por causa o con ocasión de la prestación de un servicio público.

5. La conducta se dirija contra niño, niña, adolescente, persona de la tercera edad o adulto mayor.

6. La conducta esté orientada a negar o restringir derechos laborales.

ARTÍCULO 6o. El Código Penal tendrá un artículo 134D del siguiente tenor:

Artículo 134D. Circunstancias de atenuación punitiva. Las penas previstas en los artículos anteriores, se reducirán en una tercera parte cuando:

1. El sindicado o imputado se retracte públicamente de manera verbal y escrita de la conducta por la cual se le investiga.

2. Se dé cumplimiento a la prestación del servicio que se denegaba.

ARTÍCULO 7o. Modifíquese el artículo 102 del Código Penal.

Artículo 102. Apología del genocidio. El que por cualquier medio difunda ideas o doctrinas que propicien, promuevan, el genocidio o el antisemitismo o de alguna forma lo justifiquen o pretendan la rehabilitación de regímenes o instituciones que amparen prácticas generadoras de las mismas, incurrirá en prisión de noventa y seis (96) a ciento ochenta (180) meses, multa de seiscientos sesenta y seis punto sesenta y seis (666.66) a mil quinientos (1.500) salarios mínimos legales mensuales vigentes, e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas de ochenta (80) a ciento ochenta (180) meses.

ARTÍCULO 8o. VIGENCIA. La presente ley rige a partir de su promulgación y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias.

2.
Decisión

Declarar EXEQUIBLE la Ley 1482 de 2011, por los cargos de falta de consulta previa a las comunidades indígenas y afrodescendientes, y de violación a los principios de consecutividad e identidad flexible.

3.
Síntesis de los fundamentos 

En este caso correspondió a la Corte definir: (i) si durante el trámite de aprobación de la Ley 1482 de 2011 se vulneraron los principios de consecutividad e identidad flexible, al incluirse dentro del tipo penal de discriminación aquellas conductas contra minorías diferentes a la afrodescendiente, respecto de la cual se concibió originalmente el proyecto; y (ii) si la Ley 1482 de 2011, en cuanto tipifica conductas encaminadas a proteger bienes jurídicos relacionados con la prohibición de discriminación a minorías, entre ellas las étnicas, debió ser sometida al procedimiento de consulta previa a comunidades indígenas y afrodescendientes. 

(i) Después de analizar el trámite de la iniciativa que culminó en la aprobación de la Ley 1482 de 2011, la Corte encontró que, en efecto, el proyecto se concibió originalmente para la protección de la población afrodescendiente. Sin embargo, también constató que desde el inicio del debate se planteó que el ámbito de regulación debería ser más amplio con el fin de proteger a minorías sociales tradicionalmente discriminadas. Incluso, en virtud del principio de igualdad, se dejó en claro que la discriminación no solo podría tener un cariz racial, por lo que también debería incorporar la protección de otras variables como el origen nacional, cultural o étnico. Fue así como la Comisión Primera de la Cámara de Representantes adelantó una audiencia pública sobre el proyecto de ley, a la que fueron invitados representantes de las más diversas minorías, no solo raciales. A partir de esta instancia, se incorporaron al proyecto de ley reglas de derecho que buscaban la sanción penal de actos discriminatorios contra los distintos grupos minoritarios, mediante una cláusula genérica de protección no exclusiva de la población afrodescendiente, acorde con el artículo 13 de la Constitución y las normas del derecho internacional de los derechos humanos. En esa medida, la Corte concluyó que la unidad temática de la propuesta de ampliar el espectro de protección era evidente y, por lo tanto, no se desconocieron los principios de consecutividad e identidad flexible, que de conformidad con el artículo 160 de la Constitución y lo precisado por la jurisprudencia de esta Corporación permiten a las cámaras introducir a un proyecto las modificaciones y adiciones que guarden conexidad razonable con el eje temático del mismo.
(ii) Por otra parte, el Tribunal consideró que la aprobación del proyecto que se convirtió en la Ley 1482 de 2011 no requería de consulta previa a las comunidades indígenas y afrodescendientes, toda vez que las conductas típicas que se adicionan al Código Penal buscan proteger a todos los individuos que puedan ser víctimas de discriminación, no solo por motivos de raza sino también por cuestiones religiosas, ideológicas, políticas, de origen nacional, étnico, cultural, sexo u orientación sexual, sin necesidad de que tengan vínculo con una determinada comunidad. La Corte precisó que el bien jurídico que el legislador busca proteger es la igualdad y la prohibición de discriminación de personas individualmente consideradas, y no únicamente como pertenecientes a un grupo social. En esa medida, no advirtió una afectación directa y específica de esas comunidades, que impondría la consulta previa. A su juicio, la mera referencia a conceptos como “raza”, “etnia”, “comunidad o pueblo”, no determina que la tipificación de esas conductas afecte exclusivamente a dichas comunidades. 

En consecuencia, la Corte procedió a declarar ajustada la Constitución, frente a los cargos analizados, la Ley 1482 de 2011, que tipifica como delitos los actos de racismo o discriminación por razones de sexo, orientación sexual, religión, ideología, política u origen nacional, étnico o cultural y la apología del genocidio. 

4.
Salvamento parcial de voto y aclaraciones

El magistrado Luis Ernesto Vargas Silva salvó parcialmente su voto. En su criterio, las expresiones contenidas en los tipos penales analizados, que referían a actos de racismo, al igual que  la alusión a etnias, comunidades o pueblos, debieron ser objeto de consulta previa puesto que conformaban enunciados normativos que afectaban directamente a las comunidades étnicas. 

En ese sentido, señala, la opción adoptada por la Corte, fundada en considerar que la norma acusada no conllevaba ese grado de afectación directa en tanto el sujeto activo de la conducta penal no era calificado, se muestra incompleta.  Esto debido a que desde una interpretación conceptual, histórica y teleológica de la disposición, era claro que los titulares del bien jurídico protegido por el tipo penal eran, entre otras, las comunidades tradicionales.  Por ende, como se está ante una regulación diferenciada a su favor, estaba demostrada la necesidad de la consulta. 

De otro lado, el magistrado Vargas Silva consideró que excluir in genere a las normas penales del deber de consulta previa es problemático, al menos en términos de eficacia del mandato constitucional de reconocimiento de la diversidad étnica y cultural.  Ello en razón a que a través de esa vía puede llegar a configurarse un inadmisible tratamiento paternalista desde el Estado, consistente en que la sociedad mayoritaria puede decidir, sin contar con la participación efectiva de las comunidades étnicas, cuáles son los mecanismos apropiados para la protección de sus derechos.   

En consecuencia, la opción que a juicio del magistrado Vargas Silva se mostraba más garantista para la conservación de la identidad diferenciada de las comunidades indígenas y afrosdescendientes era la exigibilidad de la consulta previa.  Además, la decisión adoptada por la mayoría, si se interpreta de forma inadecuada y maximalista, podría llegar a comprenderse como un retroceso en el grado de protección que la jurisprudencia constitucional ha determinado respecto del derecho fundamental a la consulta previa que se predica de las mencionadas comunidades. 

El magistrado Mauricio González Cuervo aclaró el voto. Pese a que comparte la decisión adoptada, considera que la Corte ha debido fijar una regla, según la cual no en todos los casos en los que haya una medida protectora que atienda principios universales debe haber consulta a los pueblos indígenas y comunidades afrodescendientes. El magistrado Nilson Pinilla Pinilla presentará una aclaración de voto, ante la creciente tendencia a acudir al mecanismo punitivo de todo tipo de conductas como única alternativa para proteger bienes jurídicos que también pueden ser preservados por otros mecanismos e instrumentos al alcance las autoridades. 

Los magistrados María Victoria Calle Correa y Jorge Iván Palacio Palacio se reservaron la posibilidad de presentar aclaraciones de voto en cuanto a las razones por las cuales, en este caso concreto, no se requería de la consulta previa a las comunidades indígenas y afrodescendientes.  

JORGE IVÁN PALACIO PALACIO

Presidente
